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A los diecinueve (19) días del mes de mayo del año dos mil veintitrés 

(2023), se congrega la Sala Cuarta de Decisión Laboral, con el fin 

de dictar sentencia escrita; en atención a descongestión de la Sala 

Laboral del Tribunal Superior de Cali; en la que se resuelve el 

recurso de apelación que obra frente a la sentencia condenatoria, 

en conformidad con lo dispuesto en la Ley 2213 de 2022. 

 

SENTENCIA No. 045 

APROBADA EN SALA VIRTUAL No. 017 

 

 

I. ANTECEDENTES 

 

El señor FRANCISCO CHAVIER ULLOA RODRÍGUEZ, concurre a la 

jurisdicción, pretendiendo se declare que entre la FUNDACIÓN 

UNIVERSITARIA SAN MARTÍN y el demandante, existió un contrato 

de trabajo a término indefinido, desde el 13 de abril de 2009 hasta 

el 31 de enero de 2013; como consecuencia de ello se condene al 

pago a favor del accionante por concepto de prestaciones sociales y 

compensación de vacaciones, además de la sanción moratoria 

contemplada en el artículo 65 del CST, por no haberse cancelado a 
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la terminación del contrato de trabajo, las prestaciones debidas al 

trabajador, así mismo se condene al pago de la indemnización 

establecida en el artículo 64 del CST por despido injusto y la 

establecida en el numeral 3° del artículo 99 de la Ley 50 de 1990, 

además se condene a pagar las costas del proceso. 

 

Los hechos que respaldan las pretensiones son los siguientes:  
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La demanda fue inadmitida mediante auto No. 2229 del 30 de 

septiembre de 2013, por no cumplir con algunos requisitos de 

forma y se concedió el término de cinco (5) días para subsanar. 

 

Subsanado el escrito de demanda, fue admitida mediante auto No. 

1304 del 28 de mayo de 2014 y se ordenó la notificación de la 

decisión a las partes. 

 

Mediante auto No. 2068 del 31 de agosto de 2015, se designó 

curador ad litem, para que representara los intereses de la entidad 

demandada FUNDACIÓN UNIVERSITARIA SAN MARTÍN, y se 

ordenó su emplazamiento. 

 

En respuesta a la demanda, el curador ad litem de la FUNDACIÓN 

UNIVERSITARIA SAN MARTÍN, no se opuso a las pretensiones de la 

demanda y tampoco formuló excepción alguna. 

 

Mediante providencia No. 0798 del 17 de mayo de 2018, el Juzgado 

Decimo Laboral del Circuito de Cali tuvo por contestada la demanda 

y señaló fecha para llevar a cabo audiencia pública del artículo 77 

del C. P. del T. y de la S. S. 
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Sentencia de primera instancia 

 

Llegados el día y hora propuestos por el Juzgado, se realizaron las 

pruebas documentales, y el interrogatorio de la parte demandada. 

 

El juzgado dictó la sentencia No. 089 de fecha 17 de junio de 2021 

en la que resolvió: 

 

PRIMERO: Declarar que entre el señor FRANCISCO CHAVIER ULLOA 
RODRÍGUEZ y la FUNDACIÓN UNIVERSITARIA SAN MARTÍN existió 
un contrato individual de trabajo verbal y por tanto a término 
indefinido entre el 13 de abril del año 2009 y el 31 de enero de 2013.  

SEGUNDO: Declarar que la FUNDACIÓN UNIVERSITARIA SAN 
MARTÍN termino de manera unilateral y sin justa causa el contrato de 
trabajo del señor FRANCISCO CHAVIER ULLOA RODRÍGUEZ el 31 de 
enero del año 2013.  

 TERCERO:  Condenar a la FUNDACIÓN UNIVERSITARIA SAN 
MARTÍN a pagar en favor del señor FRANCISCO CHAVIER ULLOA 
RODRÍGUEZ las siguientes sumas de dinero por los siguientes 
conceptos:  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

CUARTO: Condenar a la FUNDACIÓN UNIVERSITARIA SAN MARTÍN 
a pagar en favor del señor FRANCISCO CHAVIER ULLOA 
RODRÍGUEZ, a título de sanción moratoria de que trata el artículo 65 
del CST, la suma de un día de salario por cada día de retardo a partir 
del 31 de enero del año 2013 y hasta el 30 de enero del año 2015 y 
a partir del 31 de enero del año 2015 a pagar créditos de libre 

Cesantías $13.300.000 

Intereses a las cesantías $1.478.663 

Primas de servicios  $13.300.000 

Vacaciones $4.900.000 

Indemnización por despido injusto $11.993.333 
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asignación certificados por la superintendencia financiera de 
Colombia hasta que se paguen efectivamente los derechos labores 
reconocidos al demandante por concepto de cesantías y primas de 
servicios.  

QUINTO: Condenar a la FUNDACIÓN UNIVERSITARIA SAN MARTÍN 
a pagar en favor del señor FRANCISCO CHAVIER ULLOA RODRÍGUEZ 
por concepto de indemnización por no consignación de cesantía en 
fondo de cesantías, las suma de $124.366.367 correspondientes a la 
no consignación de cesantías de los periodos 2009, 2010, 2011 y 
2012.  

SEXTO: Condenar a la FUNDACIÓN UNIVERSITARIA SAN MARTÍN a 
pagar en favor del señor FRANCISCO CHAVIER ULLOA RODRÍGUEZ 
y con destino al sistema de seguridad social en pensión, al fondo de 
pensiones que escoja el demandante o donde estuviera afiliado el 
demandante o al régimen de prima media si lo hubiese estado 
durante la vigencia del contrato de trabajo, los aportes en seguridad 
social causados entre el 13 de abril del año 2009 y el 31 de enero del 
año 2013, teniendo en cuenta como ingreso base de cotización la 
suma $3.500.000 como salario devengado por el demandante. 

SÉPTIMO: Absolver a la demandada de los demás cargos 
formulados en su contra por la parte demandada (Sic). 

OCTAVO: Condenar en costas a la parte demandada las cuales se 
liquidarán por Secretaría, debiéndose incluir la suma de $3.000.000, 
por concepto de agencias en derecho, en favor de la parte demandante 
y a cargo de la entidad demandada. 

 

Recurso de Apelación   

 

La apoderada de la FUNDACIÓN UNIVERSITARIA SAN MARTÍN (-

1:25:25 a 1:44:37 ED10-) interpuso recurso de apelación 

argumentando que:  

 

«Se tiene que el Despacho hace un reconocimiento de un contrato de 
trabajo prestaciones sociales y de sanciones impuestas, como quiera 
que probatoriamente se demuestra que de conformidad con los 
artículo 167 del CGP aplicable por vía de remisión del artículo 145 del 
CPL, que por falta de la valoración de la prueba documental que obra 
en el proceso desconoce la aplicación de las reglas de la sana crítica 
y  el principio de la carga dinámica de la prueba aún cuando se 
demuestra que existió una relación de carácter civil, en efecto el 
artículo 282 del CGP dispone que, en cualquier tipo de proceso cuando 
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el juez haya probado los hechos que constituyen una excepción 
deberá reconocerla oficiosa en la sentencia.  

Todo lo expuesto lleva a concluir que no se valoró las pruebas 
conforme los artículos 60 y 61 del CPL, por cuanto el juicio que se hizo 
fue equivocado en el entendido que primero el contrato de prestación 
de servicio se celebró dentro de lo que remarca que la parte 
demandante sabía a ciencia y paciencia en las condiciones de tiempo 
modo y lugar en el que desarrollo sus actividades para la FUNDACIÓN 
UNIVERSITARIA SAN MARTÍN cuyas circunstancias le daban la 
suficiente claridad para saber qué clase de contrato estaba 
suscribiendo y ejecutando debiendo actuar por su calidad y altos 
conocimientos con la esmerada diligencia o cuidado similar a un 
hombre juicioso que emplea en la administración de sus negocios 
siguiendo las pautas del artículo 63, sino que ahora en esta 
oportunidad no puede justificar solicitando o haciendo este tipo de 
reclamaciones ante la jurisdicción, ahora bien, y como se dijo en la 
sustentación de los alegatos de conclusión, la prueba testimonial la 
cual rindió el señor DIEGO SARMIENTO MARULANDA no vislumbra 
mucho por cuanto fue testigo, no fue testigo presencial de la firma de 
contrato de prestación de servicios entre la entidad y el demandante 
además de decir que no le consta y no sabía si el señor pagaba 
seguridad social como tampoco saber que dijo que tipo de contrato 
celebró. 

En el interrogatorio de parte igualmente se insistió en que el contrato 
es de prestación de servicios el cual existe y se logró aportar al 
proceso como también documentación emitida por la facultad de 
medicina sede Cali donde habla de su desempeño y además precisa 
su vinculación en la entidad a través de por una prestación de 
servicios y que las actividades que realizaba eran propias del ejercicio 
del contrato de prestación de servicios. 

Del mismo modo, se equivoca el Despacho al convertir la presunción 
del artículo 24 como si fuera presunción de derecho habida cuenta 

que sin hacer ninguna valoración fáctica considera improbatoria (Sic), 
considera a raja tabla la existencia de un contrato realidad 
desconociendo por su puesto el ordenamiento legal que se ha venido 
poniendo de presente. 

Por sabido es, que existen marcadas diferencias irreconciliables entre 
los denominados contratos de prestación de servicios y contrato de 
trabajo, como quiera que el primero se rige por los postulados 
señalados en la legislación civil y comercial, mientras que el segundo 
esta regido por las disposiciones que se consagran en la normatividad 
laboral, así mismo, se contrae la diferencia sustancial entre los 
mentados contratos que no es otra que la subordinación jurídica, y, 
como se pudo evidenciar al señor ULLOA se le dieron una serie de 
instrucciones que entrega la FUNDACIÓN UNIVERSITARIA SAN 
MARTÍN desde Bogotá y que es reconocido por la jurisprudencia que 
dichas instrucciones pueden coexistir con el contrato de prestación de 
servicios, sobre el particular la jurisprudencia de la Honorable Sala 
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sentencia SL13020 de 2017 del 16 de agosto de 2017, radicación 
4531 M.P. Clara Cecilia Dueñas Quevedo, en la cual de manera pues 
muy somera lo anunció “para comenzar espero que el elemento 
diferenciador entre del contrato de trabajo y el de prestación de 
servicios es la subordinación jurídica del trabajador respecto del 
empleador, poder que se concreta con el sometimiento del primero a 
las ordenes o disposiciones del segundo que se constituye en su 
elemento esencial y objetivo por su parte el contrato de prestación de 
servicios se caracteriza por la independencia o autonomía que tiene el 
contratista para ejecutar la labor convenida con el contratante lo cual 
lo exime de recibir órdenes para el desarrollo de sus actividades, no 

obstante este tipo de contratación no esta vedado de la generación de 
instrucciones de manera que es viable que la función de una 
adecuada coordinación que pueda fijar horarios, solicitar informes e 
incluso establecer medidas de supervisión o vigilancia sobre esas 
mismas obligaciones, lo importante es que dichas acciones no 
desborden su finalidad a punto de convertir tal coordinación en la 
subordinación propia del contrato de trabajo”. 

Ahora bien, como tampoco se probó la existencia de la subordinación 
jurídica del demandante para con la demandada donde se concrete 
el sometimiento de ordenes o imposiciones que hubiere impartido la 
FUNDACIÓN UNIVERSITARIA SAN MARTÍN al señor FRANCISCO 
CHAVIER ULLOA, como razón suficiente para ser reconocido el 
contrato de trabajo, por consiguiente no puede dejarse de lado como 
aspecto introductorio que los contratos válidamente celebrados son 
ley para las partes, principio pacta sunt servanda, a la luz del artículo 
1602 del Código Civil que contiene un poder vinculante de 
declaraciones de voluntad proveniente de la autonomía de la 
voluntad. 

Igualmente, los contratos deberán ejecutarse de buena fe obligando 
no solo a lo estipulado sino a lo emanado de la naturaleza de la 
obligación o lo que por ley allí se desprende, es importante advertir 
que el contrato de prestación de servicios fue terminado de manera 
unilateral por el incumplimiento de la ejecución de las obligaciones 
contraídas por la parte contratista tal y como lo demuestran los 
documentos en los que al señor FRANCISCO CHAVIER se le hicieron 
una serie de advertencias sobre las actividades diciente que 
ejecutaba para las labores que se le contrato por cuanto ahora no es  
factible que se haga una reclamación o se condene a una 
indemnización por despido injustificado, la afirmación se sustenta en 
que al trabajador le corresponde hacerlos según la norma, según lo 
informa la sentencia de la Sala Laboral Corte Suprema de Justicia No. 
42544 del 28 de mayo de 2014, la doctora Clara Cecilia Dueñas 
Quevedo. 

Vale la pena anotar que en lo referente a las sanciones solicitadas 
está probado que el demandante no era cualquier persona que no 
tuviera formación, sino que estábamos hablando de un profesional en 
medicina que no es ajeno a la situación como fue la del contrato de 
prestación de servicios legalmente celebrado sin que durante su 
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ejecución hubiese presentado cuestionamiento alguno por la 
vinculación contractual ratificándose con su vinculación de forma 
independiente al sistema de seguridad social, los presuntos 
presupuestos jurídicos acabados de decantar se ratificaban en el 
desarrollo del proceso como quiera que la Fundación probó que entre 
las partes existió una relación de tipo civil. 

Nótese también que la FUNDACIÓN UNIVERSITARIA SAN MARTÍN 
conforme ha venido manifestando a lo largo de la sustentación, que 
existió una marcada equivocación del Despacho al hacer una 
valoración probatoria correspondiente en relación que existió un 
contrato de trabajo y no un contrato de prestación de servicios 
conforme lo acreditó la FUNDACIÓN UNIVERSITARIA SAN MARTÍN 
desde el punto factico y probatorio sino que además se equivocó con 
las sanciones correspondientes, para más fundamento de lo aquí 
manifestado traemos a colación lo ya decidido por el Honorable 
Tribunal Superior del Distrito Judicial Sala de decisión Familia, Sala 
Laboral sentencia del 1° de julio de 2016 emitida por el Juzgado 
Segundo Laboral del Circuito de Armenia proceso 2015-00319, 
decisión que fue confirmada por la Honorable Tribunal Superior de 
Armenia Sala Civil-Familia en sentencia del 27 de febrero de 2017 
M.P. doctor Marcos Isaías Luna, en esta decisión el tribunal dijo: “Esta 
Sala comparte la decisión en la que arribó el a quo para absolver a la 
demanda de la condena por concepto de sanción moratoria puesto que 
la no cancelación oportuna de las acreencias laborales al momento de 
la finalización del vínculo encontró su justificación en el sometimiento 
de la entidad de la fijación institutos de salvamentos para la 
protección temporal de los recursos y bienes de la FUNDACIÓN 
UNIVERSITARIA SAN MARTÍN en el marco de la vigilancia especial 
impuesta por el Ministerio de Educación Nacional mediante la 
Resolución 00841 del 19 de enero del 2015 y 1702 del 10 de febrero 
del mismo año y que no fue producto del  capricho del empleador 
tendiente a perjudicar el interés de la promotora del proceso”. 
Igualmente, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Barranquilla 

Sala Laboral dentro del proceso laboral del señor WULFRAN MORÓN 
BENÍTEZ contra la FUNDACIÓN UNIVERSITARIA SAN MARTÍN 
radicación 2015 -00413-01 de sentencia de segunda instancia del 28 
de agosto de 2020 M.P. Jesús Balaguera Torné, consideró “Queda 
abordar la relación interpuesta por la apoderada judicial de la 
demandada referente a que la indemnización moratoria de la cual 
solicitó se limiten hasta la fecha de la expedición de la Resolución 
1702 de 2015, mediante la cual se ordenó la intervención 
administrativa de la FUNDACIÓN UNIVERSITARIA SAN MARTÍN por 
parte del Ministerio de Educación Nacional, al respecto conviene 
precisar que ha sido pacifica la postura de este cuerpo decisorio 
respecto de que la condena por concepto de sanción moratoria debe 
imponerse hasta el 10 de febrero de 2015, por ser esta la calenda en 
que el Ministerio de Educación Nacional expidió la Resolución 1750 
del 2015, en ese orden le asiste la razón a la apoderada judicial de 
la demanda en que dicha condena se  limite hasta la calenda por la 



Radicación: 76-001-31-05-010-2013-00646-01 

 

cual se impone modificar el artículo 4 y 5 de la sentencia de primera 
instancia en ese efecto”. 

Así mismo, la sentencia del 27 de mayo de 2019 proferida por el 
Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Bogotá proceso ordinario 
Laboral Overlando Fabio Piraneque, radicación 2017-00826, 
consideró “Indemnización moratoria, para resolver esta pretensión, 
debe recordar el Juzgado que el numeral 1° del artículo 65 del C.S.T., 
y entre las partes se declara en este momento que existió́ una relación 
laboral y que a su finalización no se realizó́ el pago de las prestaciones 
sociales adeudadas. En consecuencia y como la demanda fue 
presentada luego de vencerse los 24 meses, desde que se terminó́ el 
contrato de trabajo, se condenará a la accionada a pagar desde el 1° 
de enero del 2015 y hasta el 10 de febrero del 2015, los intereses 
moratorios a la tasa máxima de créditos de libre asignación 
certificados de Superintendencia Financiera. Lo anterior y se limita a 
la fecha hasta el 10 de febrero del 2015. 

En cuanto a la sanción por la no consignación de cesantías, se 
condenará a la accionada al pago de la sanción por la no consignación 
de las cesantías causadas de los años 2004 al 2015, por un valor, 
por determinado valor”. La anterior decisión fue confirmada por el 
Honorable Tribunal Superior del Distrito Judicial Sala Laboral en 
sentencia confirmatoria del 21 de agosto de 2019, M.P. Ángela Lucía 
Murillo Varón, en la cual resolvió “SEGUNDO: CONFIRMAR en todo lo 
demás a la sentencia”. 

Tampoco se puede dejar de lado, la falta de defensa técnica 
concerniente a lo que fue la contestación de la demanda y la parte que 
lo representó como quiera que la Corte Constitucional en Sentencia de 
Tutela como se dijo en los alegatos, 561 de 2014 expediente 4291284 
sentencia del 29 de julio de 2014 M.P. María Victoria Calle Correa, 
hizo una valoración muy extensa sobre la falta de defensa técnica en 
juicio laboral en la cual dice “La Corte ha considerado que solo se 
entiende violado el núcleo esencial del derecho a la defensa técnica 

cuando concurren los siguientes cuatro elementos. Debe ser evidente 
que el defensor cumplió un papel meramente formal, aparente de 
cualquier articulación o una estrategia procesal jurídica. dos, que 
efectivamente existieron fallas en la defensa que desde ninguna 
perspectiva posible pueden ser amparadas bajo el amplio margen de 
la libertad con la que cuenta el apoderado para escoger la estrategia 
de defensa adecuada. tres, que la falta de defensa material o técnica 
revista tal trascendencia y magnitud que sea determinante de la 
decisión judicial, que como consecuencia de todo lo anterior aparezca 
una vulneración palmaria de los derechos fundamentales del 
procesado” 

 Por lo tanto, es evidente en este caso la falta de defensa técnica que 
le asiste a la FUNDACIÓN UNIVERSITARIA SAN MARTÍN por cuanto a 
la representación dentro de este proceso fue deficiente. En el 
entendido que la demandada al no notificarse le fue nombrado 
curador ad litem el doctor Arturo Aguado Rojas, quien se notificó el 10 



Radicación: 76-001-31-05-010-2013-00646-01 

 

de septiembre del 2015, la cual presentó un escrito de contestación 
de demanda entre el término legal, pero no se opuso, no presentó 
excepciones de mérito, no solicitó pruebas y mucho menos ejerció el 
ejercicio de derecho de la defensa y contradicción, acorde a la 
circunstancia a lo que desde ya es evidente la falta de defensa 
técnica, siendo este un elemento esencial, del derecho al debido 
proceso por cuanto está negligencia, podría tener graves 
consecuencias para la fundación.  

Respecto de la prescripción, ya que en la sentencia no se dijo nada, 
entonces, de que las obligaciones están prescritas, quiero manifestar 
que lo siguiente, el fenómeno de la prescripción es de carácter 
autónomo en materia laboral de conformidad con los artículos 488 
CST, en concordancia con el artículo 151 del Código de Procedimiento 
Laboral, en ese orden de ideas se puede encontrar, revisando las 
normas en mención que la prescripción se regula exclusivamente por 
estas normas y no por otras. Vale la pena anotar tal y como se dijo 
que existe falsa defensa técnica amparada constitucionalmente que 
el juez al momento de fallar puede inexcusablemente aplicar el 
principio de congruencia consagrado en el artículo 281 del CGP y 
aplicarle por vía de remisión normativa al artículo 145 del CPL y que 
en el inciso cuarto del referido artículo 282 de manera clara y expresa 
se expresa y ordena que en la sentencia tendrá en cuenta cualquier 
hecho modificativo o extintivo del derecho sustancial sobre el cual 
versa el litigio ocurrido después de haberse propuesto la demanda, 
siempre que aparezca probado y que haya sido alegado por la parte 
interesada, a más tardar, en su alegato de conclusión, de modo tal 
que, como se propuso en los alegatos de conclusión que las 
obligaciones estaban prescritas, se cumplen las exigencias aquí 
señaladas, en aplicación con el artículo 29 de la Constitución, que 
garantiza el debido proceso y derecho a la defensa. En la medida que 
fue la única oportunidad en la cual se pudo alegar la existencia de 
dicho fenómeno prescriptivo. 

Ahora bien, por la doble sanción, en este caso la corte, ha expresado 
en sentencia el 27 de marzo del 2000, radicación 14379, lo siguiente, 
“Resulta viable la sentencia por Mora de que trata las cesantías 
correspondientes a los años 95 y 96, peticiones 2 y 4 de la demanda 
promotora del juicio, dado que los montos correspondientes no fueron 
consignados antes de febrero de los años 96 y 97, respectivamente. 
Sumado al anterior, es conveniente aclarar que, tal como se advirtió 
al resolver el cargo existe diferencia entre la indemnización derivada 
de la falta de consignación antes del 15 de febrero en un fondo por la 
cesantía que le corresponde al trabajador por un año anterior o 
fracción correspondiente a dicha anualidad liquidada al 31 de 
diciembre con la que surge frente al pago de los salarios y 
prestaciones a la terminación del contrato de trabajo, ya que una vez 
que se presenta este hecho, esto es cuando finaliza el contrato de 
trabajo y no ha habido consignación oportuna de saldo de cesantía 
por uno o varios años anteriores, la indemnización moratoria 
ocasionada por ello prevista en el artículo 99 de la ley 50 será 
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pagadera sólo hasta el momento en que se termina la relación laboral. 
Pues a partir de ese instante la obligación que se origina no es la de 
consignar la cesantía en un fondo sino la de entregar al trabajador 
junto con las demás prestaciones y salarios porque en ese caso de 
incumplimiento, en este último evento lo que opera es la moratoria 
contenida en el artículo 65 ya citados, importante advertir y reiterar 
que la sanción moratoria originada por la falta de consignación 
oportuna de la cesantía causada a 31 de diciembre en los términos 
del artículo 99 y la ley 50 del 90, cesa cuando empiece a pagarse la 
moratoria derivada del artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo 
pues aquella rige mientras esté vigente el contrato y a partir de 

cuándo fenece, es que no puede decirse que si por no pagar la 
totalidad de la cesantía, por lo cual se impone una indemnización del 
artículo 65, pueda seguir corriendo aquella que viene derivada de la 
falta de consignación de una parte de dicha cesantía, en este caso 
pues la del artículo 99 de la Ley 50. Este raciocinio resulta lógico en 
la medida en que se cometería una grave injusticia con el empleador 
si las dos sanciones moratorias corrieran aparejadas o al mismo 
tiempo ya que la sanción que el legislador pidió fue la de imponer un 
día de salario para ambos casos desde el momento.  

También se cuestiona la condena por el pago de aportes a pensión, 
ya que la jurisprudencia de la Sala Laboral de la Corte Suprema de 
Justicia lo refuerzan en el entendido que las cotizaciones o aportes 
dejados de cotizar a favor del demandante corresponde a la entidad 
administradora de pensiones público-privada adelantar las acciones 
de cobro con motivo del incumplimiento de las acciones que resultan 
del empleador, previa comunicación de la demandada por parte de la 
administradora de pensiones que elija, siendo improcedente de la 
condena aquí impuesta de conformidad con el artículo 24 y 57 de la 
ley 100 del 93, dado que estos aportes por ser prestaciones sociales 
no son propiedad ni del empleador ni del empleado, sino del sistema 
de prestaciones sociales, una vez el fondo y solicitud del trabajador 
presente ante la Fundación Universitaria San Martín, las relaciones 

de los aportes dejados de cotizar a favor del demandante, se 
considera su pago, se procederá a su pago, que para ello la misma 
ley 100 del 93 predica en su cobro coactivo ante la administradora de 
pensiones y dentro del proceso no existe prueba que las entidades 
encargadas de cobro lo hayan efectuado como lo exige la ley por lo 
que no se podía condenar a la fundación en relación a esta obligación 
que queda en cabeza de la administradora de fondos de pensiones y 
por último. 

Se recalca que la resolución 1702 del 10 de febrero del 2015 y que el 
ministerio aplicó a la fundación instituto de salvamento que contempla 
el artículo 14 de la ley 1740 del 2014 el cual dispone la suspensión 
de pagos de las obligaciones de la FUNDACIÓN UNIVERSITARIA SAN 
MARTÍN causados hasta la fecha de esta resolución que adopta la 
medida, salvo que sean autorizados por ser necesarios para el 
restablecimiento del servicio educativo en condiciones de calidad, por 
tanto, en virtud de la ley de efectos reglamentarios previamente 
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señalados, las obligaciones que se generaron del 2 de febrero hacia 
atrás, están sometidas a medidas de salvamento y suspensión y por 
consiguiente no se pueden hacer dichos pagos.  

Conforme a lo anteriormente expuesto le ruego al despacho 
concederme el recurso de apelación para sustentarlo en oportunidad 
ante el Honorable Superior del Distrito de Cali Muchísimas gracias.». 

 

Alegatos de segunda instancia 

 

Ejecutoriado el auto que avocó el conocimiento del asunto, se corrió 

traslado a las partes en los términos reglados por el artículo 13 de 

la Ley 2213 del 2022. 

 

Fue así como la apoderada judicial de la parte demandante allegó 

sus alegatos en los siguientes términos: 
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Por su parte la apoderada judicial de la entidad demandada 

FUNDACIÓN UNIVERSITARIA SAN MARTÍN allegó sus alegatos en 

los siguientes términos: 
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Visto lo anterior, y al no divisarse causal que revoque lo actuado, 

procede la sala a resolver el recurso de apelación, en conformidad 

con las siguientes 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

De los reparos efectuados por la apoderada de la parte demandada, 

se deriva que la atención de la Sala se centrará a establecer (i) si en 

efecto quedó demostrada la existencia de una relación laboral entre 

las partes, como lo afirma el demandante, o si, como lo alega la 

parte demandada, la relación que se suscitó fue de carácter civil o 

comercial, pues el actor prestaba sus servicios de manera 

autónoma; en caso que lo anterior se defina de forma positiva al 

demandante; (ii) se determinará si hay lugar al pago de la 

indemnización del artículo 64 del Código Sustantivo del Trabajo por 

despido injusto; (iii) a reconocer las indemnizaciones del artículo 

65 del Código Sustantivo del Trabajo y del artículo 99 de la Ley 50 
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de 1990; debiéndose limitar estas hasta la fecha de la intervención 

administrativa por parte del Ministerio de Educación a través de la 

figura de instituciones de salvamento; iv) si es procedente declarar 

la prescripción trienal alegada de conclusión por la entidad 

demandada el pago de aportes a la seguridad social integral en los 

términos del parágrafo 1º del artículo 65 del CST; v) y determinar 

si hay lugar al pago de aportes a pensión como lo ordenó el a quo. 

 

Así las cosas, sabido es que el contrato de trabajo es el acuerdo 

entre trabajador y empleador que regula los aspectos propios de la 

prestación del servicio a cargo del primero y de la retribución de 

este por parte del segundo. 

 

En efecto, el Código Sustantivo del Trabajo en su artículo 22 define 

el contrato de trabajo en los siguientes términos: 

 
«(…) es aquel por el cual una persona natural se obliga a prestar un 
servicio personal a otra persona natural o jurídica, bajo la continuada 
dependencia o subordinación de la segunda y mediante 
remuneración. 
 
“Quien presta el servicio se denomina trabajador, quien lo recibe y 

remunera, patrono, y la remuneración, cualquiera que sea su forma, 
salario» 

 

De la definición anterior se desprende que todo contrato de trabajo 

cuenta con tres elementos esenciales para su existencia, cuales son 

la prestación personal del servicio, la subordinación y la 

remuneración1, entendiendo el primero como el desarrollo de una 

actividad sea material o intelectual, de manera personal e 

indelegable, por parte del trabajador y en beneficio del empleador. 

 
1   Artículo 23 Código Sustantivo del Trabajo 
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Por su parte, el segundo elemento esencial de los mencionados, esto 

es, la subordinación, se refiere a la facultad que le asiste al 

empleador de ordenar las condiciones en que ha de desarrollarse la 

labor contratada y en la obligación del trabajador de acatar las 

órdenes impuestas por su empleador (siempre que ello no vulnere 

su dignidad ni vaya en contra de la Constitución y la Ley), así como 

el contrato de trabajo y los reglamentos internos de trabajo. De esta 

forma lo definió el máximo Tribunal de la Justicia Ordinaria Laboral 

en sentencia del 17 de julio de 20012 y la Corte Constitucional en 

providencias C-934 de 2004 y C-386 de 2000. 

 

El último elemento esencial del contrato de trabajo atañe a la 

remuneración o salario y sobre el punto, el ordenamiento 

sustantivo del trabajo lo define como «la remuneración ordinaria, fija 

o variable»3 que es entregada al trabajador como retribución directa 

del servicio por éste prestado, sin importar la forma o denominación 

que el mismo adopte,  pudiéndose determinar de varias formas pero 

siempre respetando el monto fijado por el Gobierno Nacional como 

salario mínimo mensual legal, bien sea en forma total (para jornada 

máxima legal completa) o proporcional (jornada de trabajo parcial). 

 

Ahora, las modalidades de contratación en materia laboral son 

diversas y se clasifican, en términos generales, según la manera 

como se suscribe el contrato o según el tiempo de duración que vaya 

a tener la prestación del servicio personal del trabajador al 

empleador que se beneficia de la labor del obrero. 

 
2   Corte Suprema de Justicia. Radicación 16201. MP. Dr. Carlos Isaac Nader. 

3   Artículo 127 Código Sustantivo del Trabajo. 
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Además, sabido es que el contrato de trabajo es consensual, lo cual 

significa que para su perfeccionamiento tan solo requiere del 

consentimiento de las partes, por lo que, en principio, para que el 

mismo sea válido no se requiere forma especial alguna, 

predominando el principio de la primacía de la realidad sobre la 

forma; de esta manera, cuando hay prestación personal del servicio, 

subordinación o dependencia y remuneración, existe un contrato 

de trabajo. 

 

Sin embargo, los contratos laborales pueden clasificarse según su 

forma, su contenido y su término de duración. 

 

En lo que respecta a la duración de los contratos de trabajo, entre 

otros, las disposiciones laborales consagran el contrato a término 

fijo, el contrato a término indefinido, el contrato por duración de la 

obra o labor contratada y los accidentales o transitorios. 

 

Ahora, entrando en el aspecto grueso de la controversia, tenemos 

que quien acude a la jurisdicción en procura del reconocimiento de 

la existencia de un contrato de trabajo, lo hace cobijado por la 

presunción consagrada en el artículo 24 del Código Sustantivo del 

Trabajo, según la cual, «…se presume que toda relación de trabajo 

personal está regida por un contrato de trabajo»; entonces, por 

tratarse de una presunción de carácter legal, es susceptible de ser 

destruida por la parte a quien se opone, esto es, al empleador, a 

quien corresponde ejercer toda la actividad probatoria tendiente a 

demostrar que los servicios personales se prestaron a través de una 
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relación en la que no estuvo presente el elemento subordinación o 

dependencia.  

 

En el caso bajo estudio, no cabe duda que el actor prestó servicios 

personales a favor de la fundación demandada, entre el 13 de abril 

de 2009 y el 31 de enero de 2013, pues así se desprende de la 

constancia expedida por el Coordinador Administrativo de la 

demandada FUNDACIÓN UNIVERSITARIA SAN MARTÍN Sede Cali 

visible a folio 11 Archivo 01; del escrito de la demanda- hecho 1 y 

de la contestación de la misma, en donde además se acepta el hecho 

1º de la demanda (folios 2 y 58); por lo que, en principio se 

encuentra cobijado por la presunción del citado artículo 24 que 

señala que tales labores fueron desempeñadas bajo la égida de un 

contrato laboral, correspondiendo entonces a la llamada a juicio 

desvirtuar dicha presunción a través de los medios de prueba que 

considere oportunos. 

 

Para desvirtuar tal presunción, la FUNDACIÓN UNIVERSITARIA 

SAN MARTÍN, quien inicialmente estuvo representada por curador 

ad litem, no arribo documento alguno para desvirtuar tal 

presunción que admite prueba en contrario, y paradójicamente en 

los alegatos de conclusión argumento que dicho contrato no se 

pudo allegar oportunamente al proceso. 

 

Ahora se duele la apelante de que el a quo no valoró las pruebas 

conforme a los artículos 60 y 61 del CPL, por cuanto el juicio que 

se hizo fue equivocado en el entendido que lo que se celebró fue un 

contrato de prestación de servicios en las condiciones de tiempo 

modo y lugar en el que el demandante desarrollo sus actividades 
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para la FUNDACIÓN UNIVERSITARIA SAN MARTÍN, con plena 

autonomía; al respecto resalta la Sala que no le asiste razón a la 

apelante, por cuanto de las pruebas documentales aportadas por la 

parte demandante (folio 9) se encuentra constancia expedida por la 

FUNDACIÓN UNIVERSITARIA SAN MARTÍN en la que se refiere que 

el accionante laboraba para esa entidad desde el 13 de abril de 2009 

y recibía una remuneración mensual de $3.500.000. Veamos:  
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Aunado a lo anterior, a folio 21 obra oficio con fecha 26 de 

noviembre de 2012, donde el Director de Recursos Humanos de la 

FUNDACIÓN UNIVERSITARIA SAN MARTÍN, señor Andrés Uribe 

Puerto, le comunica al demandante que a partir del 27 de 

noviembre y hasta el 17 de diciembre del año 2012, gozará de un 

descanso remunerado. 

 

También a folio 20 de encuentra oficio dirigido por el demandante 

al Director de Recursos humanos de la demandada FUNDACIÓN 

UNIVERSITARIA SAN MARTÍN fechado el día 28 de noviembre de 

2012, donde agradeció la concesión de las vacaciones por el primer 

periodo 13 de abril de 2009 al 2010 y solicitó le fueran concedidas 

las vacaciones por los periodos restantes. 

 

Por tanto, al ser descanso remunerado <vacaciones>, se puede 

concluir que la relación suscitada entre el demandante y la entidad 

demandada se trató de un contrato de trabajo, pues dicha 

característica es propia de esta clase de contrato y no del de 

prestación de servicios.  

 

Como vemos, la accionada no logró desvirtuar la presunción legal 

contemplada en el artículo 24 del Código Sustantivo del Trabajo, 

pues, por lo mencionado, se ratifica la prestación de los servicios 

personales y la remuneración retribuida por estos.  

 

Así las cosas, es claro que en el caso bajo estudio la relación 

contractual no se ciñó bajo los parámetros que enmarcan la 

contratación civil, sino que operó bajo el marco normativo laboral, 

razón por la cual, no son loables las consideraciones esbozada por 
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la parte demandada en el recurso de alzada, en lo atinente a la 

inexistencia una relación laboral, y en consecuencia se confirmará 

la existencia del nexo social entre las partes, por el periodo 

comprendido desde el 13 de abril de 2009 y el 31 de enero de 2013. 

 

En cuanto al punto esgrimido por la apoderada judicial de la parte 

actora referente al reconocimiento de la indemnización por despido 

injusto, para confirmar dicho tópico, basta con reseñar que a folios 

24 y 25 obra carta de terminación unilateral del contrato de trabajo 

con justa causa bajo el siguiente tenor: 
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Vale la pena traer a colación lo dicho por la Corte Suprema de 

Justicia, en referencia al despido injusto (Sentencia SL4547 de 

2018): 

 
 

«No basta con comunicar los motivos que llevan a finalizar 
unilateralmente el contrato laboral, dado que para que un despido se 
repute justo el empleador debe documentar la falta atribuida al 
subordinado y recaudar todo el acervo probatorio que sustente 
debidamente su ocurrencia. De lo contrario, fallará en la labor 
demostrativa que le incumbe en el escenario judicial y las 
imputaciones en las que fundamentó la rescisión contractual 
quedarán como simples señalamientos sin confirmación. 
Así las cosas, no es que la carta de 23 de julio de 2012 carezca de un 
mensaje claro de finalización del contrato con justa causa, como 
erradamente lo infirió el Tribunal, pues en ella se refirió expresamente 
«la causal o motivo de esa determinación», mediante la indicación de 
las razones o hechos como justificación del despido y la invocación de 
la causal legal, con lo cual se encuentra satisfecha la garantía 
establecida en el artículo 62 del Código Sustantivo del Trabajo. 
Lo que sucedió es que el demandado no demostró que lo invocado 
como causal de despido, en realidad ocurrió. 
(…) 
Tales deficiencias probatorias, llevarían a que en instancia se 
confirme la condena emitida por concepto de indemnización por 
despido injusto». 
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De lo dicho y de las pruebas adosadas al plenario se logra concluir 

con vocación de certeza, que las justificaciones del despido 

invocadas no se encuentran dentro de las justas causas legales 

para dar por terminado el nexo causal, por lo tanto, se confirmará 

la condena referente a este tema. 

 

De otro lado, en cuanto al punto materia de apelación frente a las 

indemnizaciones del artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo 

y 99.3 de la Ley 50 de 1990, no entiende la Sala el reparo realizado 

por la apoderada de la parte demandada, frente a la imposición de 

estas sanciones, sin embargo ha de entenderse que se debe revocar 

la condena de estas por cuanto la falta de pago de prestaciones 

sociales al momento de la terminación y la falta de consignación de 

las cesantías a un fondo obedeció a la intervención administrativa 

realizada por el Ministerio de Educación Nacional bajo la figura de 

instituciones de salvamento aplicada a través de la Resolución 1702 

del 10 de febrero de 2015. 

 

Al respecto debe decirse que sobre este tema ya se ha pronunciado 

la Corte Suprema de Justicia (SL3288-2021) y, en relación con la 

interpretación que debe darse a las normas denunciadas, ha dicho: 

 
«Finalmente, no desconoce la Sala que la fundación universitaria 
demandada atraviesa una grave crisis institucional que conllevó a la 
vigilancia especial del Gobierno Nacional en cabeza del Ministerio de 
Educación, entidad que conforme a lo previsto en la Ley 1740 de 2014 
ordenó la aplicación de «institutos de salvamento para la protección 
temporal de recursos y bienes de la Fundación Universitaria San 
Martín», a fin de garantizar la continuidad del servicio público de 
educación superior.  
 
Teniendo en cuenta lo anterior, la mencionada cartera ministerial 
profirió la Resolución N.º 01702 del 10 de febrero de 2015, 
precisamente con el objeto de adoptar medidas tendientes a 
contrarrestar la crisis que enfrenta la entidad demandada, entre las 
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cuales se encuentran: «3. La suspensión inmediata de los procesos 
judiciales y administrativos de carácter ejecutivo en curso contra la 
Fundación Universitaria San Martín; 4. La imposibilidad de admitir 
nuevos procesos judiciales y administrativos de carácter ejecutivo 
contra la Fundación Universitaria San Martín, por razón de 
obligaciones anteriores a la aplicación de esta medida […]; 6. La 

suspensión de pagos de las obligaciones de la Fundación 
Universitaria San Martín causadas hasta la fecha de esta 

Resolución que adopta la medida, salvo los que sean 
autorizados por ser necesarios para el restablecimiento del 
servicio educativo en condiciones de calidad, de acuerdo con 

la planeación que haga el Ministerio de conformidad con el 
artículo 14 – numeral 4 de la Ley 1740 de 2014; y 8. Todos los 
acreedores de la Fundación Universitaria San Martín, incluidos los 
garantizados, quedan sujetos a las medidas que se adoptan mediante 
esta Resolución, por lo cual, para ejercer sus derechos y hacer efectivo 
cualquier tipo de garantía de que dispongan frente a la mencionada 
Fundación, deberán hacerlo dentro del marco de la medida y de 
conformidad con las disposiciones que la rigen».  
 
Tales medidas transitorias no pueden desconocer las obligaciones 
que recaen sobre la institución educativa accionada, a quien le 
corresponde determinar la forma como atenderá el pago de sus 
acreencias. En ese sentido, las razones esgrimidas por la censura no 
tienen la solidez suficiente para derruir las conclusiones del Tribunal, 
en el sentido de que, previo a la intervención del Ministerio de 
Educación --y su vigilancia especial--, la Fundación aquí demandada 
ya venía sustrayéndose del pago de las prestaciones sociales y 
demás emolumentos a que tenía derecho la actora, «luego no 

es de recibo que se alegue su propia culpa en beneficio, cuando 
ese hecho aconteció por culpa de la institución, dado el manejo 
de sus recursos y cuando el incumplimiento data de tiempo 

atrás, sin que se evidencie justificación alguna al respecto, 
máxime cuando de plano sabía que la parte actora se 

encontraba regida por una relación de índole laboral 
subordinada». Siendo que, además, la «suspensión de pagos» 
aludida, conforme lo previsto en el artículo 14 (numeral 4) de la citada 
Ley 1740 de 2014, requería la autorización previa del Ministerio de 
Educación Nacional y recaía sobre las obligaciones causadas hasta 
el momento en que se dispuso la medida, esto es, 10 de febrero de 
2015, no posteriores como aquí acontece, si se tiene en cuenta que el 
contrato de trabajo finalizó el 21 de mayo siguiente. (Énfasis 
añadido).». 

 

Pues bien, en el contexto que antecede resulta claro que la medida 

en este caso entró en vigor el 10 de febrero de 2015 y, en efecto, se 

decretó una suspensión de pagos de las obligaciones causadas 

hasta la fecha de la resolución, salvo los que sean autorizados para 
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el restablecimiento del servicio educativo de acuerdo con la 

planeación que haga el Ministerio de conformidad con el artículo 14 

– numeral 4 de la Ley 1740 de 2014. En el caso que ocupa la 

atención de la Sala el contrato de trabajo tuvo vigencia hasta el 31 

de enero de 2013, fecha inferior a la entrada en vigor de la medida 

en comento, por lo cual resulta procedente la imposición de la 

sanción del artículo 99.3 de la Ley 50 de 1990 y la del artículo 65 

del CST; como lo estableció el Juzgador de primer grado. 

 

Finalmente, la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia ha 

establecido de manera pacífica y reiterada que el límite temporal de 

la primera sanción en comento se causa durante la vigencia de la 

relación de trabajo o, en otros términos, hasta que dicho vínculo 

finalice, toda vez que cuando esto último ocurre, a partir de ese 

momento surge la obligación a cargo del empleador de pagar las 

cesantías definitivas y empieza a correr la indemnización moratoria 

prevista en el artículo 65 del CST (Sentencia SL2886 de 2022). 

 

Ello, ante la imposibilidad de concurrencia de una y otra 

indemnización, de modo que el límite o término final de la sanción 

prevista en el numeral 3º del artículo 99 de la Ley 50 de 1990 es 

hasta cuando se efectúe la consignación de cesantías de los 

períodos adeudados al fondo al que se encuentre afiliado o 

seleccione el trabajador, o en su defecto, hasta la fecha de la 

finalización del vínculo laboral (CSJ SL1141-2021). 

 

Una vez realizada la liquidación de la indemnización por no 

consignación a un fondo de cesantías, se encuentra que la misma 

es similar a la realizada por el Juzgado de primera instancia, 

veamos: 
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Sanción por no Consignación del Auxilio de Cesantías Art. 99 Ley 50/1990 

Periodo Causación 
Cesantías 

Fecha 
Consignación 

Corte Mora 
Días de 
Mora 

Salario Mora 

Desde Hasta 

13/04/2009 31/12/2009 15/02/2010 14/02/2011 360 $3.500.000,00 $42.000.000 

1/01/2010 31/12/2010 15/02/2011 14/02/2012 360 $3.500.000,00 $42.000.000 

1/01/2011 31/12/2011 15/02/2012 31/01/2013 347 $3.500.000,00 $40.483.333 

      Total Mora: $124.483.333 

        

 

Por lo tanto, no le asiste razón a la apelante cuando refiere que las 

condenas por las sanciones del artículo 65 del CST y de la del 

artículo 99.3 de la Ley 50 de 1990, se liquidaron de manera 

concurrente, pues nótese que la liquidación realizada se presentó 

hasta el 31 de enero de 2013, fecha de la terminación del contrato 

de trabajo y fecha en que comienza a correr la indemnización del 

artículo 65 del CST. 

 

En cuanto al fenómeno de la prescripción, pretende la apoderada 

de la parte demandada, se de aplicación a lo establecido en el inciso 

4° del artículo 281 del CGP, aplicable por analogía al procedimiento 

laboral, el cual establece: 

 

«ARTÍCULO 281. CONGRUENCIAS. La sentencia deberá estar en 
consonancia con los hechos y las pretensiones aducidos en la 
demanda y en las demás oportunidades que este código contempla y 
con las excepciones que aparezcan probadas y hubieren sido 
alegadas si así lo exige la ley. 
 
No podrá condenarse al demandado por cantidad superior o por 
objeto distinto del pretendido en la demanda ni por causa diferente a 
la invocada en esta. 
 
Si lo pedido por el demandante excede de lo probado se le reconocerá 
solamente lo último. 
 
En la sentencia se tendrá en cuenta cualquier hecho modificativo o 
extintivo del derecho sustancial sobre el cual verse el litigio, ocurrido 
después de haberse propuesto la demanda, siempre que aparezca 
probado y que haya sido alegado por la parte interesada a más tardar 
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en su alegato de conclusión o que la ley permita considerarlo de 
oficio.» (Subrayado de la Sala). 

 

Al respecto, manifestó la apelante en los alegatos de conclusión lo 

siguiente: «dejar claro que varias de estas obligaciones están 

prescritas». 

 

Para resolver tal solicitud, basta con resaltar que el artículo 282 del 

CGP, indica: 

 

«ARTÍCULO 282. RESOLUCIÓN SOBRE EXCEPCIONES. En 
cualquier tipo de proceso, cuando el juez halle probados los hechos 
que constituyen una excepción deberá reconocerla oficiosamente en la 
sentencia, salvo las de prescripción, compensación y nulidad relativa, 
que deberán alegarse en la contestación de la demanda. 
 
Cuando no se proponga oportunamente la excepción de prescripción 
extintiva, se entenderá renunciada.» 

 

Debe dejarse claro que esta figura jurídica debe ser alegada por la 

parte interesada en que se declare, pues al juez de este vedado 

declararla de oficio y que el término procesal oportuno para alegarla 

es en la contestación de la demanda, pues de lo contrario la 

consecuencia procesal de tal omisión es tenerla por renunciada. 

 

Ahora, como en el presente asunto la pasiva al momento de 

presentar su contestación a la demanda, no presentó ningún medio 

exceptivo de defensa, ni alegó la prescripción extintiva, no es 

procedente pretender que se declare en esta instancia. 

 

Referente al reparo de defensa técnica alegado por la apelante, debe 

decirse que esta Sala observa, que el despacho de primera instancia 

actuó conforme a los presupuestos legales garantizando el debido 

proceso, el derecho de defensa y contradicción de todas las partes, 

inclusive se resolvió incidente de nulidad por indebida notificación 

de persona determinada de manera desfavorable (folio 78), por lo 
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que al no estar de acuerdo con dicha decisión, interpuso recurso de 

apelación, el cual también fue resuelto de manera desfavorable a 

sus intereses. Por lo tanto, el proceso de primera instancia estuvo 

revestido de todas las garantías procesales en procura de garantizar 

el derecho de defensa y contradicción de la convocada a juicio. 

 

Finalmente, en cuanto al reparo elevado referente a que «También 

se cuestiona la condena por el pago de aportes a pensión, ya que la 

jurisprudencia de la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia lo 

refuerzan en el entendido que las cotizaciones o aportes dejados de 

cotizar a favor del demandante corresponde a la entidad 

administradora de pensiones público-privada adelantar las acciones 

de cobro con motivo del incumplimiento de las acciones que resultan 

del empleador, previa comunicación de la demandada por parte de 

la administradora de pensiones que elija, siendo improcedente de la 

condena aquí impuesta de conformidad con el artículo 24 y 57 de la 

ley 100 del 93». 

 

Frente a tal reparo ha de decirse que la actividad efectiva 

desarrollada en favor de un empleador por parte de un trabajador, 

causa o genera el deber de aportar al sistema pensional, el hecho 

generador de las cotizaciones al sistema pensional es la relación de 

trabajo para la imposición de la condena al pago de aportes a 

pensión, además el no pago de estos aportes afecta en gran medida 

las prestaciones pensionales a las que tiene derecho el trabajador, 

de allí que no le asiste razón a la parte demandada para solicitar la 

exoneración de la condena a aportes a pensión. 

 

Así las cosas, se confirmará en su totalidad la sentencia recurrida 

por la parte demandada. Costas en esta instancia a cargo de la 

parte demandada y vencida y a favor de la parte demandante. 
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DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, la Sala Cuarta de Decisión Laboral del 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Buga, Valle del Cauca, 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y 

por autoridad de la Ley, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: CONFIRMAR en su totalidad la sentencia No. 089 del 

17 de junio de 2021, proferida por el Juzgado Décimo Laboral del 

Circuito de Cali.  

 

SEGUNDO: COSTAS de segunda instancia a cargo de la parte 

demandada y vencida y a favor de la parte demandante. Fíjese como 

agencias en derecho la suma de $200.000. 

 

TERCERO: DEVUÉLVASE el proceso a la Sala Laboral del Tribunal 

Superior de Cali, para que proceda a la notificación de esta 

providencia y trámite posterior, en los términos del Acuerdo 

PCSJA22-11962 del 22 de junio del año 2022 

 

MARÍA MATILDE TREJOS AGUILAR  

Ponente  
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